
 

 

 
 

Becas: la ilusión de 129 mil apoyos 
 
 

 

Alejandro Canales, 1 de diciembre de 2022 

 

El volumen de becas es uno de los avances que más destaca la actual 

administración y no fue la excepción en el reciente mensaje del presidente López 

Obrador este 27 de noviembre. A los pocos minutos de iniciar su discurso, en la lista 

del centenar de acciones que ha puesto en marcha su gobierno, el presidente soltó 

una breve frase de logro en el campo cientifico y tecnológico: “El Conacyt otorga 

128 mil 950 becas a estudiantes de posgrado y a investigadores” (versión 

estenográfica 27.11.2022). 

La cifra suena rotunda, pero ¿es correcta? Veamos. No es la primera vez que el 

ejecutivo federal habla de más 100 mil becas en el sector. Hace un año, el primero 

de septiembre del 2021, en su mensaje con motivo de su 3er informe de gobierno, 

señaló: “hemos aumentado en nueve mil 370 las becas de posgrado e 

investigadores para llegar a un total de 125 mil 816”. 

O sea que, desde hace un año, la cifra de apoyos rondaba las 126 mil becas. Lo 

sorprendente es que la cifra no coincidía con lo que reportaban los mismos anexos 

estadísticos de aquel informe de gobierno. Ahí se enlistaron 51 mil 637 becas de 

posgrado y 35 mil 178 miembros del Sistema Nacional de Investigadores (SNI). Si 

sumamos ambos apoyos la cantidad es de 86 mil 815 becas (pág. 638 y ss). Es 

decir, 39 mil apoyos menos a los que anunció el presidente López Obrador. 

Ahora, un año después, en números redondos, no solamente reitera el avance, 

reporta un aumento y dice que ya son 129 mil becas para posgrado e 

investigadores. En total, un incremento de tres mil becas, respecto del año pasado. 



¿Y qué cifras reporta el 4to Informe de Gobierno? Otra vez las cantidades no 

coinciden. 

Según los datos presentados en el más reciente informe, el total de becas de 

posgrado suman 51 mil 56 becas y el total de miembros del SNI son 36 mil 624. En 

total, serían 87 mil 680 apoyos. O sea, 41 mil becas menos de las que dijo el 

presidente López Obrador en su mensaje este 27 de noviembre. 

¿Podría ser que la autoridad incluyera otro tipo de becas en su recuento de logros 

y por eso el volumen es tan alto? Quizás, pero las cifras tampoco coinciden del todo. 

Las becas se clasifican en: nuevas, vigentes y administradas. Las primeras, como 

su nombre lo indica, son las que se otorgan mediante convenio e inician en el 

periodo reportado y las segundas, con independencia de cuando iniciaron, siguen 

activas al momento de que se reportan en el periodo. En cambio, las administradas, 

es suficiente que se haya otorgado un apoyo por única vez en el periodo y contará 

como beca. 

El mismo 4to Informe de Gobierno, en el apartado escrito, otra vez reporta 

información un tanto diferente de la que aparece en sus anexos. Esto es, dice que 

se administraron 64 mil 26 becas (pág. 470). De ese total, dice la misma fuente, 56 

mil 43 son becas nacionales; 2 mil 390 becas al extranjero; 3 mil 740 becas de 

inclusión; 1 mil 853 son becas de consolidación. 

Vale la pena reiterar que las cifras de becas del párrafo previo son del 4to informe 

y son superiores a las que se anotan en sus mismos anexos estadísticos. En 

cambio, los datos de miembros del SNI sí corresponden con las que están en los 

anexos: 36 mil 624. Si sumamos estos últimos y las 64 mil 26 becas tenemos un 

total de 100 mil 650. O sea, alrededor de 28 mil becas menos de las dijo el 

presidente en su mensaje. 

Además, con los propios datos de los anexos estadísticos, consideremos como 

punto de comparación los datos del 2018 y los del 2022. Al inicio del periodo había 

28 mil 633 miembros del SNI y 55 mil 962 becas, de estas últimas 52 mil 649 fueron 

becas nacionales y 3 mil 313 para el extranjero. Para este año se reportaron 36 mil 

624 investigadores en el SNI y 51 mil 56 becas (49 mil 406 nacionales y 1 mil 650 

para el extranjero). 

Es decir, en el periodo el SNI añadió casi 8 mil nuevos miembros, alrededor de dos 

mil por año, mayor al promedio que había mostrado en periodos anteriores; mientras 

que se entregaron casi 5 mil becas de posgrado menos. La reducción de becas fue 

de casi la mitad para el extranjero y de 3 mil becas de becas nacionales menos. 

En fin, es evidente que el SNI sí experimentó un crecimiento significativo en este 

periodo, pero también que las múltiples modificaciones al reglamento del programa, 



registradas en muy poco tiempo, como en este Acelerador de Partículas lo hemos 

documentado, estarían dirigidas a ponerle un freno a esa expansión. También es 

claro que para estudios de posgrado hoy existen menos becas de las que había al 

inicio de la gestión. 

Entonces, la desagregación de datos permite ponderar el logro de que, en este 

periodo, Conacyt otorga 128 mil 950 becas a estudiantes de posgrado e 

investigadores. La cifra no cuadra con las estadísticas y expresa una ilusión que se 

desvanece en los datos del mismo gobierno. 

Pie de página: Lo paradójico es que el presidente, casi al término de su discurso, 

añadió que se había liberado al Conacyt de empresas extranjeras… “ahora, el 

Conacyt orienta sus recursos a otorgar becas y a investigar lo que el país necesita 

en materia de salud y de bienestar”. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 
 

Patria: vacuna (a la) mexicana 
 
 

 

Alejandro Canales, 8 de diciembre de 2022 

 

El presidente López Obrador cerró su conferencia de prensa en la Ciudad de 

Oaxaca, el 14 de febrero del 2021, con estas palabras: “Y, con todo respeto, en su 

momento, en su momento, porque son iniciativas de Conacyt, de centros de 

investigación públicas, pero también de empresas privadas, les vamos a sugerir que 

la vacuna nuestra se llame Patria, ya apartamos el nombre” (versión estenográfica 

14.02.2021). Después de casi dos años de aquella sugerencia, seguimos solamente 

con el nombre. 

Por aquellas fechas cruzábamos la tercera ola de contagios y estaba en marcha el 

plan nacional de vacunación. La adquisición de vacunas en el mercado global 

estaba muy competida y países en desarrollo, como México, no estaban a la cabeza 

de la lista. El canciller Marcelo Ebrard tenía colgadas algunas medallas por sus 

logros en las negociaciones realizadas. El anuncio del presidente sobre el desarrollo 

de una vacuna nacional, sin duda, parecía una buena noticia, la confianza en la 

infraestructura científica del país y los grupos de expertos nacionales parecía 

retornar. 

Un par de meses después de la conferencia de Oaxaca, el presidente invitó 

nuevamente a la directora del Conacyt, María Elena Álvarez Buylla, para que 

explicara en qué situación estaban los trabajos del biológico y cuándo estaría listo. 

Ahí dijo que el grupo de trabajo comenzó desde el año 2019 y reunía a destacados 

expertos, tanto nacionales como internacionales. Una de las empresas más 

relevante en el grupo de trabajo era Avimex, así como instituciones del sector salud. 

En realidad, lo que la mayoría de analistas de la salud comentaron en su momento 

fue que la base del trabajo era la “tecnología desarrollada por la Escuela de 

Medicina Icahan en Monte Sinaí, en Nueva York, y la proteína HexaPro, de la 



Universidad de Texas, Austin” (Milenio 13.04.2021). O sea, el gobierno mexicano 

únicamente adquirió la licencia correspondiente que le permitiría producir la 

esperada vacuna. No es un invento ni un trabajo de científicos nacionales. 

La directora del Conacyt, en su explicación del desarrollo de la vacuna, en abril del 

2021, mencionó algo muy esperanzador: el inicio de la fase preclínica y el comienzo 

del reclutamiento de voluntarios para las siguientes tres fases. Parecía inminente la 

fabricación de la vacuna. De hecho, la doctora Álvarez Buylla dijo: “Ahí están las 

fechas aproximadas y, si todo sale como esperamos, tendríamos a final de este año 

una vacuna mexicana que sería puesta a disposición de la Cofepris para su 

aprobación en uso de emergencia” (versión estenográfica del 13.04.2021). Es decir, 

tendríamos vacuna al concluir el año 2021. 

Los tiempos parecían apretados, pero dado que el ejecutivo federal presionaba con 

la iniciativa y el esfuerzo estaba comandado por el Conacyt, su organismo rector de 

las políticas científicas y tecnológicas, no era imposible. Ahora vemos que no, 

desafortunadamente concluyó el año pasado y está a punto de terminar el actual y 

la vacuna no está lista. 

Un banner en la página electrónica inicial del Conacyt hoy sigue llamando a 

voluntarios de Cdmx, Morelia y Oaxaca para que participen en los ensayos de la 

fase tres y se requieren miles. Por cierto, según revelaron los documentos filtrados 

en los Guacamaya Leaks, Conacyt intentó que personal de las fuerzas armadas 

participaran como voluntarios en la fase dos, pero la Defensa Nacional se negó. 

El plazo comprometido para tener lista la vacuna no fue lo más notable de la 

explicación de la directora del Conacyt. Lo sorpresa fue cuando la misma titular se 

refirio a los costos: “va a ser en promedio hasta 855 por ciento menor que la vacuna 

más cara en el mercado ahorita, esto les da una idea” (versión estenográfica del 

13.04.2021). La desmesura y la imposibilidad del porcentaje fue lo que se quedó en 

los medios, pero no los plazos comprometidos. 

Tal vez el error en el porcentaje de costos revela más de lo que parece, porque 

muestra que el tema de los recursos ha sido clave para que esté o no lista la vacuna. 

No es fortuito que el Conacyt haya clasificado como información reservada lo 

referente a la distribución del presupuesto y los ensayos de las pruebas. 

Es cierto que la indagación científica tiene un componente azaroso que no siempre 

permite tener los resultados esperados en el tiempo calculado. Sin embargo, el 

proceso tampoco es de ahí se va, de una improvisación constante, esperando que 

sea producto de la casualidad. Dos años de retraso, en la escala de una 

investigación científica, cuando ya estaba la licencia de la tecnología base, parece 



indicar otro tipo de dificultades. La voluntad, la ideología y los discursos son 

insuficientes; se requiere de esfuerzos colectivos y de políticas para el sector. 

La prestigiosa revista The Lancet publicó el pasado mes de septiembre los 

resultados de su comisión sobre el covid-19, ahí en medio centenar de página hace 

una evaluación de la pandemia y expresa: “A pesar de muchos ejemplos de 

investigación de excelencia durante la pandemia, también ha habido investigación 

de baja calidad, sujeta a sesgos y con resultados engañosos” (The Lancet 

Comissions: 1258). Sí, no es solamente un tem de voluntad 

Pie de página: Ahí viene el panel del T-MEC para resolver la controversia sobre el 

maíz transgénico. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 
 

El Consejo y la gobernanza del sector 
 

 

Alejandro Canales, 15 de diciembre de 2022 

 

El Consejo General de Investigación Científica, Desarrollo Tecnológico e Innovación 

(CGICDTI) está en la cúspide de las decisiones del sistema científico nacional. Un 

órgano encabezado por el presidente de la República e integrado por secretarios de 

Estado. Sin embargo, a pesar del alto nivel de sus consejeros, desde su instalación 

no ha dado los resultados que se esperaban ni funciona conforme sus normas. No 

sucedió antes, tampoco ocurre hoy y tal vez no lo hará en el futuro. 

La última vez que supimos del Consejo General, en este periodo de gobierno, fue 

en diciembre del año 2020, cuando la directora del Conacyt, Elena Álvarez Buylla, 

dijo que se habían celebrado el mismo día dos sesiones ordinarias. Los principales 

asuntos abordados, según se dijo oficialmente, fue la presentación de un Plan 

Estratégico para el periodo, el informe general de ese año, el Programa Especial 

(Peciti) y el anteproyecto de ley general para el sector (Comunicado 194. 

14.12.2020). 

Lo sorprendente es que el Peciti entró en vigor un año después, o sea, en diciembre 

del 2021. Y el anteproyecto de ley, a estas alturas, tras dos años de presentado, 

sigue en el cajón de los trámites. ¿Qué se dijo sobre la ley en la sesión del Consejo 

General en diciembre del año 2020? 

Más o menos lo que también se había dicho en el 2019: un proyecto generoso, 

humanista, resultado de una amplia consulta y aprobado por consenso. Los 

números que entonces se manejaron fueron de 287 foros de consulta, otro tanto de 

propuestas recibidas en su plataforma y casi dos centenares de cuestionarios 

respondidos. Sin embargo, grupos del sector dijeron que se faltaba a la verdad, 

porque la consulta no había sido amplia y la iniciativa no recogía la pluralidad de la 

comunidad y, como si nada, todo quedó igual. 



¿Qué ocurrió en la sesión del Consejo General de este 6 de diciembre? Algo 

parecido a lo del 2020: logros que se han reiterado en distintas oportunidades, como 

la entrega de 128 mil apoyos, la instauración de un Sistema Nacional de Posgrados 

que no es un sistema o la reestructuración del Sistema Nacional de Investigadores. 

Temas que hemos analizado en este Acelerador de Partículas. 

Sobre el proyecto de ley, otra vez, aunque ahora de forma más breve quedó 

anotado: “El Conacyt sometió dicho proyecto de ley a una amplia discusión en 

diversos espacios de participación y consulta de la comunidad científica, académica 

y de tecnología e innovación, así como de distintas dependencias de la 

Administración Pública Federal (APF). Para su elaboración fueron tomadas en 

cuenta 49 iniciativas de ley en México, así como centenares de estudios legislativos 

en la materia que robustecen los fundamentos del proyecto” (Comunicado 335 

06.12.2022). O sea, dos años después, estamos más o menos, en el mismo punto. 

Volvamos al papel del Consejo General. Un órgano previsto en la norma desde hace 

20 años y, como dijimos, la máxima instancia de la política sectorial. La propuesta 

de ponerlo en marcha fue del gobierno federal, aunque la iniciativa original era que 

solamente estuviera integrado por el ejecutivo federal y nueve secretarios de 

Estado. No obstante, los legisladores de entonces modificaron la propuesta e 

incluyeron la participación de la persona titular del Conacyt, la coordinación del Foro 

Consultivo y cuatro representantes de la comunidad científica y empresarial. Así 

quedó en la ley de ciencia del 2002. 

Lo sobresaliente de aquella iniciativa, seguramente acicateada por miembros 

influyentes de la comunidad científica de aquellos años y acaso más reveladora de 

la impronta presidencialista de la cultura política que sigue vigente, es que el 

ejecutivo federal y miembros del gabinete debían estar a la cabeza de las decisiones 

en el sector. Por eso, el Consejo es presidido por el titular del poder ejecutivo 

federal. 

La gobernanza del sistema quedaba en manos del presidente de la República, lo 

cual cabría suponer, aseguraba que los discursos o las intenciones para el sector 

se convirtieran en realidades. De ahí la docena de facultades que tiene el Consejo 

General. El problema fue que no funcionó como estaba previsto; operativa y 

políticamente parece irrelevante. 

Según la norma, el Consejo debe sesionar de forma ordinaria, por lo menos, dos 

veces al año y de forma extraordinaria cuando su presidente, o sea el ejecutivo 

federal, lo estime pertinente. No obstante, solamente en su primer año sesionó 

conforme a la regla, los siguientes 18 o 19 años ha sido más bien regido por el azar, 

el interés o la agenda del presidente. No importa si el Peciti debe esperar, las 



prioridades en el presupuesto no se definen o se pospone la entrega de algún 

premio. 

Al inicio las sesiones eran numeradas y algunas actas del Consejo se hicieron del 

dominio público. Actualmente no solo se incumple con la cantidad de sesiones, 

tampoco se sabe su secuencia o registro. Por supuesto, ni hablar de publicar las 

actas de las sesiones y de su composición, pues… por ahí, en algún comunicado 

aparecerán los nombres. 

Entonces, el mecanismo de gobernanza del sistema no ha sido el mejor, así sean 

ejecutivos federales fuertes, débiles o de un partido o de otro –los últimos 20 años 

los presidentes han sido de tres diferentes partidos. Frente a la eventual discusión 

de una nueva ley general para el sector que propone un órgano similar, vale la pena 

poner el tema sobre la mesa. 

Pie de página. El Comunicado 337 del Conacyt publicado este 11 de diciembre 

para acatar una resolución judicial es un buen ejemplo del lenguaje de los tribunales. 

Ahí podrá ver cómo hacer casi ininteligible algo que no lo amerita. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

https://conacyt.mx/en-estricto-cumplimento-de-la-ley-conacyt-publica-la-resolucion-149-2021/


 

 
 

Ley general de ciencia: las comas y el consenso 
 
 

 

Alejandro Canales, 22 de diciembre de 2022 

 

El caso es que, cuando todo parecía indicar que concluiría este año y el gobierno 

federal no presentaría su iniciativa de ley general de ciencia, la semana pasada, 

literalmente al cuarto para las doce, la ingresó en la Cámara de Diputados.Tal vez 

fue que este diciembre se cumplirían dos años exactos de retraso para promulgar 

esa ley que debió estar lista en diciembre del 2020 o quizás fue la autorización del 

presidente López Obrador en la reciente reunión del Consejo General. 

El proyecto es el punto de referencia, pero no se dicutirá ahora y mucho menos 

quedará aprobado, porque el periodo ordinario de sesiones del Congreso concluyó 

el día 15 de diciembre, pero es indudable que estará en la agenda del próximo 

periodo que comienza el 1 de febrero del 2023. Sin embargo, no es inminente ni 

inexorable. 

¿Los legisladores no le moverán ni una coma a la iniciativa gubernamental? 

Probablemente. Pero en el Congreso hay otros proyectos de ley en la materia y 

recuérdese que, en total, son 500 diputados y 128 senadores. El voto de la mitad 

más uno (mayoría absoluta o simple) de los legisladores de las cámaras del 

Congreso es suficiente para aprobar una ley secundaria, precisamente como este 

proyecto de ley general. 

A pesar de que la fracción parlamentaria de Morena no alcanza mayoría simple en 

la Cámara de Diputados (tiene 202 legisladores), como ha ocurrido con otras 

iniciativas de ley, a ella se suman los votos del Verde Ecologista (PVEM) y del 

Partido del Trabajo (PT). Así que en conjunto ya representan 276 votos; suficientes 

para aprobar cualquier ley secundaria. 



A su vez, en la cámara de senadores las fracciones parlamentarias están más 

divididas e incluso hay cuatro senadores que no tienen grupo partidario. No 

obstante, Morena tiene 60 senadores y, nuevamente, si solamente suma los 6 

integrantes del PVEM alcanza mayoría absoluta y si añade los 5 del PT y los 4 de 

Encuentro Social, sin problema tiene la mayoría simple. 

No obstante, la aprobación no necesariamente ocurrirá sin más. En primer lugar, 

porque primero debe pasar el filtro de las comisiones. Ahí es donde se elabora el 

dictamen de la iniciativa, la integración de las comisiones guarda simulitud con las 

proporciones de la composición parlamentaria, aunque tiene su propia dinámica. 

Ahora que el ejecutivo federal presentó el proyecto de ley general en la cámara baja, 

lo enviaron a las comisiones de Ciencia y de Educación 

La comisión de Ciencia y Tecnología, la que tiene el papel relevante en la 

elaboración del dictamen, está encabezada por Javier López Casarín, diputado del 

Verde Ecologista. La comisión tiene 31 integrantes: 12 de Morena; 7 del PAN; 4 del 

PRI; 3 del PVEM; 2 del PT; 2 de Movimiento Ciudadano; y 1 del PRD. O sea, la 

fracción del partido gobernante también alcanzaría mayoría simple si suma los votos 

de otras fracciones pero, respecto de la composición de toda la cámara, la diferencia 

es más estrecha. 

Por su parte, la comisión de Educación de diputados tiene 40 integrantes: 16 de 

Morena; 9 del PAN; 6 del PRI; 3 del PT; 3 del PVEM; 2 de Movimiento Ciudadano; 

y 1 del PRD. La preside la legisladora morenista Tania Cruz Santos y, como se 

puede apreciar, la composición también es parecida a la comisión de Ciencia. 

Otro tanto ocurre en el Senado: la fracción de Morena y partidos aliados alcanzan 

mayoría simple sin mucha dificultad. Sin embargo, para decidir si la iniciativa se 

aprobará o no tal cual, no solamente cuenta la composición de las fracciones, 

también entran en juego otras variables. Unas relativamente previsibles, como el 

interés público sobre la iniciativa, la lealtad política de los legisladores, la disciplina 

de partido o la trayectoria de cada integrante. 

Pero otras variables son inestables y más complicadas de precisar. Por ejemplo, la 

sensibilidad de los legisladores ante un contexto de presión social o el intercambio 

entre fuerzas políticas que hoy ceden en alguna iniciativa y esperan, después, a 

cambio, el respaldo en otra sobre la que tiene más interés. O bien, la racionalidad y 

los cálculos de cada integrante que traza el futuro de su carrera política o escucha 

el sonido de la caja registradora. Otras variables son menos confesables, como los 

expedientes a voces de cada integrante que dobla sus frágiles convicciones. 

En fin, aunque cada legislatura tiene su ruta y la aprobación de iniciativas sigue una 

trayectoria parecida, no hay ninguna seguridad sobre lo que aprobará o no el 



Congreso. No obstante, después de una demora de más de dos años, no es mucho 

pedir revisar algo más que las comas y que, como ocurrió con la norma similar de 

educación superior, la nueva ley general de ciencia sea aprobada por consenso. 

Pie de página: La reforma al estatuto general del CIDE ni en tiempo ni en forma. // 

En septiembre del 2021 se presentó el primer número de la nueva revista “Ciencias 

y Humanidades” del Conacyt y se dijo que sería una publicación bimestral, pero 

durante un año no apareció ningún otro número. Ahora, al final del año, aparecieron 

cuatro números de un tirón. 
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